PROYECTO DE COMUNICACIÓN
La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, deje sin efecto las medidas dispuestas por el Decreto Nº 2360 del 12 de noviembre de 2004 vinculado al endeudamiento de los municipios y comunas en moneda extranjera en el marco del Programa Municipal de inversiones en sus diversas operatorias, aplicando los criterios de paridad dispuestos para el ejercicio 2004, e instrumentando en reemplazo de decreto aludido mecanismos que posibiliten afrontar los costos adicionales derivados de la devaluación de nuestra moneda en forma equitativa entre la Provincia y los gobiernos locales.

Señor Presidente:

Los municipios y comunas que, alentados por el Poder Ejecutivo Provincial, tomaron créditos en moneda extranjera en el marco de los diversos proyectos impulsados por el Programa Municipal de Inversiones (PROMUDI) se encuentran en una difícil situación que no podrán resolver sin afectar las prestaciones a los vecinos.

Resulta evidente que el encuadramiento que le ha dado el Gobierno Nacional a estos créditos implica su cancelación en moneda extranjera y a valores de mercado, lo que facilita adjudicar culpas a quien está lejos de nuestro alcance.

También lo es el hecho de que las deudas son el resultado de decisiones municipales y comunales, y que estas decisiones implicaban riesgos no debidamente dimensionados por estas administraciones.

De igual modo es posible afirmar que este festival de endeudamiento externo fue alentado desde el Estado Nacional y Provincial que en este último caso, ha tenido que pagar intereses por no haber colocado la totalidad de los créditos gestionados.
Los argentinos sostenemos como argumento que nuestra deuda externa es el resultado de una suma de irresponsabilidades de funcionarios locales y de los funcionarios de los organismos internacionales de crédito.

Los sostenemos a nivel tal que “proponemos” una quita del 75% a nuestros acreedores, cuestión que el tiempo establecerá en que porcentaje termina.

Estos antecedentes nos hacen reflexionar a nivel tal de considerar si no se ha dado la concurrencia de irresponsabilidades compartidas entre funcionarios provinciales y municipales y comunales, y ante esta evidencia si no corresponde compartir los costos de los errores disponiendo quitas, cuyos costos sean compartidos, y/o extensión de los plazos de amortización de las deudas por parte de las administraciones locales.
No es buena política optar por actitudes típicas de distraídos como si las responsabilidades provinciales no existieran, ni es justo que a nivel local se opte por igual conducta.
Todos sabemos que en última instancia son  los habitantes de la Provincia los que pagarán los sobrecostos, por uno u otro camino, pero en el caso en que las cargas queden desequilibradas los habitantes de las pequeñas comunidades serán los que se vean privados de recibir prestaciones básicas ante la imposibilidad de atenderlas por los gobiernos locales por las restricciones que resultarán de quitas en la coparticipación.

Interpretamos que una solución sensata es la propuesta, que no contemplará en su totalidad las aspiraciones del Ministro de Hacienda y Finanzas de la Provincia, ni la de los municipios, pero que sin  dudas será más justa.

Por las razones expuestas, solicitamos a los Señores Diputados la aprobación del presente proyecto.
